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LA PRÁCTICA DE LA PRUEBA. SU VALORACIÓN

La práctica de la prueba

MARCO LEGAL DE REFERENCIA: arts. 60.4 y 5 y 78.12 LJCA, y arts. 289 a 291
LEC.

En el ámbito contencioso-administrativo la prueba se practica con arreglo a las nor-
mas generales establecidas para el proceso civil, sin perjuicio de las especialidades
reguladas en la LJCA.

Existen unas reglas generales aplicables a la práctica de cualquier medio de prueba
y otras reglas específicas según el medio de prueba, que se ha analizado en el apartado
correspondiente.

Las pruebas se practican contradictoriamente, en vista pública, o con publicidad y
documentación similares, si no se llevan a cabo en la sede del órgano jurisdiccional.

Es inexcusable la presencia judicial en todas las pruebas, aunque la ratificación de
los peritos en la autoría de su dictamen, la presentación de todo tipo de documentos, la
aportación de otros medios o instrumentos de prueba, el reconocimiento de la autenti-
cidad de documentos privados o la formación de cuerpos de escritura para cotejos
documentales, deben realizarse ante el Letrado de la Administración de Justicia. Poste-
riormente, el Juzgado o Tribunal debe examinar por sí mismo los documentos, dictá-
menes, escritos y cualquier otro medio o instrumento que se aporte.

Las pruebas deben practicarse, siempre que sea posible, en unidad de acto. Las partes,
aunque no sean sujetos u objetos de la prueba, han de ser citadas con antelación sufi-
ciente, de al menos cuarenta y ocho horas, para que puedan intervenir en su práctica.

Como ya indicamos, las partes tienen la misma intervención, aunque las pruebas se
acuerden de oficio por el órgano jurisdiccional.

Es posible la delegación, en uno de los Magistrados o en un Juzgado de lo Contencioso-
-administrativo, de la práctica de todas o algunas de las diligencias probatorias. El represen-
tante en autos de la Administración puede, igualmente, delegar en un funcionario público
de la misma la facultad de intervenir en la práctica de las pruebas (art. 60.5 LJCA).

En el procedimiento abreviado los medios de prueba se practicarán, en cuanto no
sea incompatible con sus trámites, del modo previsto para el procedimiento ordinario
(art. 78.12 LJCA).

Lugar

Como regla general, las pruebas se practicarán en la sede del órgano jurisdiccional,
pero en ocasiones han de practicarse fuera de esa sede. La LEC dedica los arts. 169 a
177 a regular el auxilio judicial y la cooperación judicial internacional.

Normalmente el interrogatorio de las partes, la declaración de testigos o la ratificación
de peritos se realizará en la sede del Juzgado o Tribunal que esté conociendo del asunto,
aunque el domicilio de las personas mencionadas se encuentre fuera de la circunscrip-
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ción del órgano jurisdiccional correspondiente. El art. 169.4 LEC prevé la posibilidad de
solicitar el auxilio judicial para su práctica, cuando por razón de la distancia, dificultad
de desplazamiento, o circunstancias personales del sujeto que debe intervenir en la
prueba o por cualquier otra causa de análogas características, resulte imposible o muy
gravosa la comparecencia de las personas citadas en la sede del órgano jurisdiccional.

En ocasiones también se permite que el órgano judicial se desplace para la práctica
de ciertas pruebas. Los arts. 311 a 314 y el art. 364 LEC regulan la posibilidad de practicar
el interrogatorio domiciliario de las partes y testigos, para el caso de que por enfermedad
u otras circunstancias especiales de las personas que deban contestar a las preguntas,
no puedan comparecer en la sede del órgano judicial. En este caso, el Juez o el miembro
del Tribunal que corresponda ha de desplazarse, junto con el Letrado de la Administra-
ción de Justicia, al domicilio o residencia del sujeto para tomarle declaración.

A la declaración domiciliaria de testigos, pueden asistir las partes y sus abogados. Si
no pudiesen comparecer, se les autorizará a que presenten interrogatorio escrito previo
con las preguntas que quieran formular al testigo que vaya a ser interrogado. Atendidas
las circunstancias concurrentes, el Juzgado o Tribunal puede considerar prudente no
permitir a las partes, ni a sus abogados que asistan a la declaración domiciliaria. En estos
casos, se dará a las partes traslado de las respuestas dadas por el testigo para que puedan
solicitar, si lo consideran necesario, en el plazo de tres días, que se formulen al testigo
nuevas preguntas complementarias o que se le pidan las aclaraciones oportunas, de
conformidad con lo dispuesto en art. 372 LEC.

Conforme al art. 229.3 LOPJ podrá acordarse que las declaraciones, interrogatorios,
testimonios, o ratificación de peritos se realice a través de videoconferencia u otro sis-
tema similar, asegurando en todo caso la posibilidad de contradicción de las partes.

FORMULARIO (F10.5): Solicitud de comparecencia en la vista mediante
videoconferencia de testigo o perito

(encabezamiento)

Que la vista de este proceso está fijada para el día ...........

Que el testigo propuesto por esta parte/el perito autor del dictamen pericial
propuesto .......... reside en la actualidad en .......... provincia de .......... por lo
que el desplazamiento a la sede del Juzgado al que me dirijo le obligaría a perder
como mínimo un día de trabajo, además de suponer un coste económico impor-
tante.

Por esta razón, al amparo de lo previsto en el art. 229.3 LOPJ,

SUPLICO

Que se libren los correspondientes exhortos para que mediante el auxilio
judicial y disponiendo lo necesario para su práctica, el testimonio de/la ratifica-
ción de D. .......... se realice por videoconferencia desde los Juzgados de ...........
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6.2.

6.2.1.

Plazo

MARCO LEGAL DE REFERENCIA: arts. 60.4 y 78.18 LJCA.

El plazo para la práctica de la prueba es de treinta días hábiles. Este plazo empieza
a computarse cuando se notifique la apertura de este período. No obstante, se pueden
aportar al proceso, una vez cerrado el período de prueba, pruebas que se hayan practi-
cado fuera de plazo por causas no imputables a la parte que las propuso.

En el procedimiento ordinario, una vez finalizado el período de prueba, se declara
concluso y se ordena unir las pruebas a los autos. En caso de no estar de acuerdo, por
haberse omitido la práctica de alguna prueba admitida deberá recurrirse dicha declara-
ción y en caso de inadmitirse reiterar el recurso en fase de conclusiones o vista, a efectos
de alegar la falta de práctica de prueba admitida en un posterior recurso de apelación o
de casación.

Por las peculiaridades del procedimiento abreviado la prueba se practicará en el acto
de la vista y si el Juez estima que alguna prueba relevante no puede practicarse, sin mala
fe del que tenga la carga de aportarla, la suspenderá y se procederá a señalar el día y
hora en que deba de reanudarse, por el Letrado de la Administración de Justicia (art.
78.18 LJCA).

La valoración de la prueba

Una vez practicada el Juez o Tribunal valorarán la misma con el fin de alcanzar la
convicción necesaria sobre la certeza de los hechos que sustentan las pretensiones de
las partes. En la valoración de la prueba rigen los principios de prueba libre y de valo-
ración conjunta de la prueba. De acuerdo con ellos el Juez o Tribunal formarán su con-
vicción libremente según las reglas de la sana crítica y apreciando conjuntamente todas
las pruebas practicadas, sin dar a priori prevalencia a unas sobre otras, pues ello depen-
derá de las circunstancias concretas del caso y de la naturaleza de los hechos objeto de
prueba.

Valoración de los distintos medios de prueba

Respecto del interrogatorio de parte el art. 316 LEC dispone que si no lo contradice
el resultado de las demás pruebas, en la sentencia se considerarán ciertos los hechos que
una parte haya reconocido como tales, si en ellos intervino personalmente y su fijación
como ciertos le es enteramente perjudicial. En todo lo demás, las declaraciones de las
partes se valorarán según las reglas de la sana crítica.

Los dictámenes periciales y el interrogatorio de testigos se valorarán según las reglas
de la sana crítica (arts. 348 y 376 LEC).

Los documentos públicos comprendidos en los apartados 1 a 6 del art. 317 LEC hacen
prueba plena del hecho, acto o estado de cosas que documenten, de la fecha en que se
produce esa documentación y de la identidad de los fedatarios y demás personas que
intervengan. Los documentos administrativos no comprendidos en los números 1 a 6 del
art. 317 LEC a los que las leyes le otorguen el carácter de públicos tendrán la fuerza
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7.1.

probatoria que establezcan las leyes que les atribuyan tal carácter. Si estas no lo hacen,
los hechos actos o estados de cosas que consten en los referidos documentos se tendrán
por ciertos, a los efectos de la sentencia que se dicte, salvo que otros medios de prueba
desvirtúen la certeza de lo documentado (art. 319 LEC). En cuanto a los documentos
privados el art. 326 LEC dispone que harán prueba plena en el proceso en los términos
del art. 319, si su autenticidad no es impugnada por la parte a quien perjudiquen. Si se
impugna su autenticidad, el que lo haya presentado podrá pedir el cotejo pericial de
letras o proponer cualquier otro medio de prueba que resulte útil y pertinente al efecto.

La reproducción grabación y semejantes y la reproducción o archivo de datos rele-
vantes para el proceso se valorarán con arreglo a las reglas de la sana crítica (arts. 382.3
y 384.3 LEC).

Finalmente, aunque la LEC no precisa la forma de valorar la prueba de reconoci-
miento judicial, el Tribunal Supremo ha señalado que debe ser objeto de libre valoración
con sujeción a las reglas de la sana crítica (STS Sala Civil, Sección 1ª, de 6 de diciembre
de 1985, rec. 744/1985).

LA PRUEBA ANTICIPADA Y EL ASEGURAMIENTO DE LA PRUEBA

La prueba anticipada

MARCO LEGAL DE REFERENCIA: arts. 293 a 296 LEC.

La prueba anticipada es una excepción a la regla general de que la proposición y
práctica de la prueba debe realizarse durante el proceso. En la prueba anticipada la
proposición y la práctica de la prueba se efectúa en un momento anterior. Puede soli-
citarse cuando exista el temor fundado de que, por causa de las personas o por el estado
de las cosas, esa prueba no pueda practicarse en el momento procesal oportuno. Su
finalidad es permitir la práctica de un medio de prueba antes del momento procesal
oportuno, ante el temor de que, si se espera ese momento, el medio de prueba se pierda
y su práctica no sea ya posible.

Puede pedirse la anticipación de cualquiera de los medios de prueba previstos
en la LEC y puede solicitarse tanto antes de que se inicie el proceso, como una vez
iniciado. Antes de iniciado el proceso sólo podrá solicitar la anticipación de prueba
el futuro demandante (art. 293.1 LEC) debiendo dirigirla al Juzgado o Tribunal que
considere competente para el futuro proceso. En la solicitud debe designar a la
Administración a la que pretende demandar. Si el Juzgado o Tribunal accede a la
práctica de la prueba anticipada con carácter previo al inicio del proceso, la Admi-
nistración designada como futura demandada será citada, con al menos cinco días
de antelación a la práctica anticipada de la prueba del medio de prueba propuesto,
para que pueda intervenir (art. 295.1 LEC).

Respecto al valor probatorio la prueba así practicada la LEC fija un plazo de dos
meses para presentar el escrito de interposición del recurso contencioso-adminis-
trativo o la demanda (art. 295 LEC) transcurrido el cual sin haberlo verificado, lo
practicado perderá su valor probatorio, salvo que el solicitante acredite fuerza mayor
o causa análoga.
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«Si se examina el contenido de la obra, se comprueba cómo, 
a lo largo de sus diecisiete capítulos, se hace un recorrido 
por los principales problemas que plantea, tanto el proce-

dimiento ordinario, como el muy importante, dentro del ámbito 
local, procedimiento abreviado, que se afrontan con un marcado 
carácter práctico, razón por la cual el desarrollo de la materia se 
ve salpicada por recuadros que, a modo de llamada de atención 
para el lector, contienen la normativa destacada, la jurispruden-
cia aplicable, recomendaciones sobre buenas prácticas procesa-
les y formularios de escritos. 
Nos encontramos, en consecuencia, ante un libro realizado por 
profesionales y para profesionales que ejercen ante la Jurisdic-
ción contencioso-administrativa, no sólo para aquellos que reali-
zan su actividad al servicio de las Administraciones locales, para 
los cuáles constituye una indispensable herramienta de traba-
jo, sino, también, para todos aquellos que desde cualquier otro 
ámbito se relacionan con una jurisdicción compleja y muy espe-
cializada» (del prólogo).

César Tolosa Tribiño
Presidente de la Sala Tercera del Tribunal Supremo

ACCESO ONLINE A SMARTECA: 
consulte página inicial de la obra




